
dad real del propieta-
rio de las fincas, dado 
que quien había pro-
movido la actuación 
urbanística, la Funda-
ció Orfeó Català-Pa-
lau de la Música, ya 
no era propietario de 
los terrenos cuando 
se aprobó su recalifi-
cación, sin que dicha 
información consta-
ra en el plan. Supues-
tamente, el error u 
omisión en la identi-
ficación de los propie-
tarios podría esconder 
una finalidad espe-
culativa en la opera-
ción, en lugar de las 
finalidades de inte-
rés público que, tam-
bién supuestamente, 
comportaba el hecho 
de que esta actuación 
fuera promovida por 
el Palau.

No obstante, 
esta vinculación en-
tre propiedad de las 
fincas y bondad de la 
actuación urbanística 
nada tiene que ver con 
el criterio que debe 
guiar la formulación 
y aprobación de los 
planes urbanísticos. 
Las administraciones 
competentes deben 
decidir la procedencia de modificar 
o no el plan en función de la racio-
nalidad y bondad de la ordenación 
urbanística, sin olvidar que es tam-
bién necesario garantizar su via-
bilidad: que genere las suficientes 
plusvalías urbanísticas para afron-
tar las cargas de urbanización y po-
der llevar a cabo la actuación pre-
vista por el plan. Y en este contexto 
carece de toda relevancia quién va a 
ser el propietario final de las fincas. 
Tanto es así, que la propia legisla-
ción estatal sobre el suelo prevé ex-

Los ‘daños colaterales’ de Millet y Montull

Hotel del Palau, urbanismo y delito
La bondad y conveniencia de una recalificación de terrenos no depende de quién sea el propietario final 

L
a  imputación penal de los 
responsables del urbanis-
mo barcelonés y de un re-
conocido arquitecto por 
el caso del hotel del Palau 

constituye la última manifestación 
de un fenómeno que causa asom-
bro a los que llevamos ya bastantes 
años dedicados al derecho urbanís-
tico: la criminalización de las mal 
llamadas recalificaciones urbanís-
ticas, que, según parece, resultan 
en sí mismas sospechosas de entra-
ñar un buen número de delitos. 
	 Las recalificaciones o, más pro-
piamente, las modificaciones de los 
planes aparecen previstas expresa-
mente en la vigente legislación y 
constituyen un instrumento habi-
tual e imprescindible para el desa-
rrollo de las políticas urbanísticas. 
Si alguien obtiene beneficios ilíci-
tos de una actuación urbanística 
debe ser perseguido penalmente, 
pero por causa de la ilicitud de ta-
les beneficios, no por la actuación 
urbanística en sí, que aparece con 
carácter general sujeta al derecho 
administrativo. Únicamente cuan-
do existan indicios de que la obten-
ción de tales beneficios ilícitos era 
la finalidad perseguida con la mo-
dificación del plan procederá la ca-
lificación penal de la tramitación 
urbanística seguida, ya que en tal 
supuesto estaríamos ante la deno-
minada  prevaricación urbanística 
prevista en el artículo 320 del Códi-
go Penal.

En el caso del hotel del 
Palau, y como evidente daño colate-
ral de las andanzas del inefable dúo 
Millet-Montull, parece que la impu-
tación de la cúpula del urbanismo 
barcelonés se relaciona con una 
supuesta ocultación de la identi-

presamente la participación de los 
particulares no propietarios en los 
procesos urbanísticos.
	 En el caso del hotel del Palau las 
plusvalías se generaron en gran 
parte a favor de la Generalitat de Ca-
talunya, que realizó una excelente 
operación patrimonial mediante el 
cambio de calificación de la finca de 
su propiedad, de residencial a equi-
pamiento, según el convenio firma-
do en su momento. Para que estas 
plusvalías fueran efectivamente 
apropiadas por la Generalitat, así 

como por el Palau, era imprescin-
dible que un tercero asumiera su 
pago mediante la adquisición de 
las fincas recalificadas destinadas 
a la construcción de la instalación 
hotelera, tal y como además se es-
tableció expresamente en el refe-
rido convenio. En consecuencia, 
la decisión urbanística de implan-
tar un hotel en ningún caso podía 
aparecer supeditada a que el titu-
lar de las fincas fuera el Palau de la 
Música (¿o es que acaso el Palau te-
nía que convertirse en un empre-
sario hotelero?), sino a la conve-
niencia para la ciudad de tal deci-
sión.

No voy a entrar aquí 
en el legítimo debate planteado 
por determinadas entidades ve-
cinales sobre la bondad urbanís-
tica de la propuesta; pero es evi-
dente que dicho debate no debería 
haberse situado nunca en la órbi-
ta del derecho penal. No parece, 
pues, que se esté cumpliendo en 
este caso con el principio de últi-
ma ratio propio de la intervención 
penal ante la eventual existencia 
de ilícitos administrativos, sino 
más bien todo lo contrario. En este 
contexto, es ciertamente lamenta-
ble que, partiendo de una errónea 
aproximación a la naturaleza de 
las actuaciones urbanísticas, pue-
da cuestionarse la honorabilidad 
de excelentes servidores públicos 
y profesionales con una trayecto-
ria personal sin tacha alguna. 
	 Pero más allá de esta circuns-
tancia, los efectos de este interven-
cionismo de la jurisdicción penal 
pueden ser especialmente noci-
vos para el buen funcionamiento 
de la Administración pública, ya 
que pronto va a resultar algo cer-
cano a la heroicidad participar en 
la gestión de la cosa pública. Y dis-
poner de los mejores, dispuestos a 
ello, es fundamental para la cons-
trucción de un país. H
Profesor titular de Derecho
Administrativo de la UPF. Abogado.
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Pronto va a resultar algo 
cercano a la heroicidad participar 
en la gestión de la cosa pública 
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La rueda

Dar lo
mejor de 
nosotros

U
no de cada cinco cata-
lanes es pobre. Lo dicen 
los últimos datos publi-
cados. Son cifras y por-
centajes que tienen, to-

dos, nombre y rostro. Casi un millón 
y medio de personas en nuestro país 
viven bajo mínimos y con riesgo cre-
ciente de exclusión. Eso es lo que di-
cen las entidades catalanas que des-
de hace años luchan contra la pobre-
za, y nos lo dicen a todos y cada uno 
de nosotros. La noticia no es ningu-
na novedad y, puestos a encontrarle 
una explicación, no se justifica solo 
por la crisis, que lo que hace es agra-
var aún más la situación. Es más, los 
años de bonanza económica vividos 
recientemente no parece que hayan 
servido para mejorar mucho, por-
que la cifra de personas que viven 
por debajo del umbral de pobreza 
no paró de aumentar también en 
ese periodo. Parece que nuestro sis-
tema, de manera perversa e inevita-
ble, no sabe cómo generar riqueza 
sin fabricar pobreza al mismo tiem-
po. Da lo mismo si los tiempos son 
de expansión o de crisis.

	 Mañana se celebra el Día Inter-
nacional para la Erradicación de la 
Pobreza, y con este motivo la Taula 
del Tercer Sector Social, que reúne a 
más de 3.000 entidades sociales ca-
talanas, nos propondrá un compro-
miso. Nos pedirá que demos lo me-
jor de nosotros para luchar contra 
la pobreza. Es un compromiso ur-
gente y necesario que tiene que im-
plicar a todo el mundo, desde la pri-
mera persona del singular hasta la 
última institución del plural. Segu-
ramente, ante esta propuesta mu-
cha gente se preguntará: ¿Y qué po-
demos hacer nosotros? Justamente 
en eso pensaba cuando leía el libro 
Microcréditos: préstamos  a la dignidad, 
de Marcelo Abbad, que acaba de pu-
blicarse y que explica la historia y 
las historias de los microcréditos. 
Una iniciativa simple y aparente-
mente modesta del premio Nobel 
de la Paz Muhammad Yunus, que 
con muy poco ha conseguido mu-
cho, ha mejorado la vida de miles 
de personas en todo el mundo. Pues 
bien, según Yunus, cuando un ciu-
dadano anónimo se pregunta qué 
puede hacer para luchar contra la 
pobreza en el mundo solo debe ha-
cer dos cosas: trabajar sobre aquello 
que controla y exigir, simplemen-
te, a su Gobierno que cumpla sus 
compromisos de lucha contra la po-
breza. Con muy poco, mucho. H

FRANCESC

Escribano

En la lucha para la 
erradicación de la 
pobreza, con muy poco 
se consigue mucho
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